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SOLICITUD DE EXTINCIÓN ACCIÓN PENAL POR INDEMNIZACIÓN INTEGRAL DE PERJUICIOS / SE REVOCA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA / “En el caso concreto se tiene que luego de proferido el fallo de segunda instancia, el acusado y la víctima, sus progenitores y los apoderados judiciales, suscribieron un contrato de transacción en el que consta que la señorita León Chijfi había sido indemnizada de manera integral con la suma de veinte millones de pesos, motivo por el cual solicitaron que se decretara la cesación de la acción penal a favor del doctor Francisco Javier Sánchez Montoya. 

3.5 Al revisar el contenido del artículo 42 de la ley 600 de 2000 se concluye que en el presente asunto se cumplen las exigencias dispuestas en esa norma aplicable por favorabilidad a la causa de la referencia, para declarar la extinción de la  acción penal derivada del delito de lesiones personales culposas por el cual fue acusado el señor Sánchez Montoya, y por tanto, lo procedente es decretar la cesación del procedimiento en su favor como  lo prevé el artículo 39 de la ley 600 de 2000, al haber operado la causal mencionada. 

Citación jurisprudencial: Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal mediante auto proferido el 13 de abril de 2011, radicado 35.946 / Auto del 21 de julio de 1998, rad. 9660; sentencia del 24 de febrero del 2000, rad. 13711; sentencia del 10 de noviembre de 2005, rad. 24032 y auto del 20 de febrero de 2008, rad. 29003. / C.S.J. Radicado 35946 del 13 de abril de 2011  
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL 

     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Proyecto aprobado mediante acta Nro. 1092 del veinticinco (25) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)  
Pereira, treinta (30) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)

Hora de lectura: 9:10 a.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la solicitud de extinción de la acción penal por indemnización integral de perjuicios elevada por el doctor Héctor Jaime Giraldo Duque defensor del doctor Francisco Javier Sánchez Montoya, la cual fue coadyuvada por la abogada Gloria Eugenia Álvarez Londoño apoderada de Alejandra León Chufji, Carlos Alberto León de la Pava y Vivian Chufji Haddad, quienes fungen como víctimas dentro del presente proceso. 
2. ANTECEDENTES

2.1. Según el contexto fáctico del escrito de acusación
 el 7 de octubre de dos mil ocho (2008) la menor Alejandra León Chujfi fue internada en el instituto “Reencuentro S.A Centro de rehabilitación para la drogadicción”, por expresa orden del Dr. Osvaldo Castilla, médico psiquiatra quién la estaba tratando.

El 10 de octubre de 2008 aproximadamente a las 8:00 p.m. se comunicó con su madre y le manifestó que se encontraba muy somnolienta por los medicamentos que le estaban suministrando por orden del doctor Castilla. Posteriormente, se comió un sanduche (sic) y se acostó. Al día siguiente a eso de las 5:00 a.m. el enfermero Rodolfo Gutiérrez dio una ronda y encontró a la menor vomitada, con dificultad para respirar, cianótica porque se había broncoaspirado, ya que cuando se comió el sanduche (sic), se encontraba bajo los efectos de los sedantes, alimento que le dieron en el mismo centro de rehabilitación a sabiendas de los medicamentos que estaba ingiriendo, el enfermero trató de darle los primeros auxilios, pero en el centro asistencial no contaban con los implementos necesarios para socorrer a la menor. El enfermero la remitió al barrio Cuba en donde la recibió el doctor Sánchez, la entubaron, le pusieron oxígeno, pero ya llevaba más de media hora sin él, lo que le ocasionó una hipoxia cerebral, dejándola en coma profundo y con secuelas. Luego la trasladan a la clínica los Rosales donde el doctor Sánchez manifestó que llegó con una sobredosis de heroína. En la clínica le realizaron una serie de exámenes que arrojaron como resultado que la menor presentó diagnóstico negativo para heroína y positivo para benzodiacepinas, que precisamente eran los medicamentos que le estaban suministrando en el centro de rehabilitación. 

La joven estuvo durante 30 días en la UCI de la  clínica los Rosales, 22 de ellos en estado de coma. En entrevista a Rodolfo Gutiérrez, enfermero del centro de rehabilitación “El Reencuentro S.A”, afirma que en el momento de la emergencia no pudo socorrer a la menor debido a que en dicho sitio no contaba con los implementos de primeros auxilios necesarios, lo que indica que la ausencia de al menos una pipa de oxígeno ni un bronco aspirador y la falta de cuidado al suministrarle alimentos a la joven en estado de sedación ocasionaron los hechos que desencadenaron la lesión. 

La acusación se formuló por el tipo sancionatorio de violación del artículo 113, inciso 2º del CP. 

2.2. El ocho (8) de octubre de dos mil trece (2013) se realizó la audiencia preliminar de formulación de imputación ante el juzgado séptimo penal municipal con funciones de control de garantías. Los procesados fueron declarados en contumacia. Seguidamente, se formularon cargos como coautores del delito de lesiones personales culposas (art. 113, inc.2º CP: deformidad física de carácter permanente)
.

El 21 de marzo de 2014 se inició la audiencia de formulación de acusación, que finalizó el 26 de mayo de 2015.

La audiencia preparatoria se adelantó el 7 de abril de 2016
 .

El juicio oral se adelantó en sesiones del 6 de junio, 8 y 2 de julio de 2016.

El 10 de agosto de 2016 se profirió sentencia absolutoria en favor de los procesados.
 

La decisión fue apelada por la delegada de la FGN y la apoderada de la víctima.
3. SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA

3.1 Mediante fallo del 29 de septiembre de 2016, esta Corporación confirmó la decisión de primer nivel en lo relativo a la absolución  del Dr. Osvaldo Antonio Castilla Contreras, por los cargos formulados en su contra. Sin embargo, revocó esa determinación frente a la absolución del Dr. Francisco Javier Sánchez Montoya, por la conducta objeto de acusación. En consecuencia se le impuso una pena de 3 meses y 6 días de prisión y multa por 4 SMLMV para el año 2008, como responsable del delito de lesiones personales culposas, bajo el tipo sancionatorio previsto en el numeral 1º del artículo 113 del C.P. 

3.2 El apoderado del señor Sánchez Montoya interpuso recurso extraordinario de casación (folio 345). Sin embargo, estando en curso el término de 30 días para que el recurrente presentara la demanda de casación respectiva, el abogado que representa los intereses del señor Francisco Javier Sánchez Montoya, con la coadyuvancia de la doctora Gloria Eugenia Álvarez Londoño como apoderada de las víctimas, allegó un memorial por medio del cual solicitaron la suspensión del proceso hasta el 17 de enero de 2017, inclusive mientras esta Corporación resuelve una petición de extinción de la acción penal por indemnización integral, con base en lo previsto en los artículos 23 de la Ley 600 de 2000, 25 de la ley 906 de 2004, 161 del Código General del Proceso, y 170 del Código de Procedimiento Civil (folios 348 a 350).
La petición se encuentra rubricada por la señorita Alejandra León Chujfi, quien figura como víctima dentro del presente trámite, y de sus padres Carlos Alberto León de la Pava y Vivian Chujfi Haddad (folio 351 a 353), donde manifiestan que fueron indemnizados integralmente por el doctor Francisco Javier Sánchez Montoya, por lo cual piden que se decrete la extinción de la acción penal con fundamento en el artículo 42 de la ley 600 de 2000.  
Aunado a ello, allegó copia de dos autos mediante los cuales la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia y esta Corporación, declararon la cesación de procedimiento en dos causas diferentes donde se presentó la indeminziación integral a las víctimas (folio 354 a 383). 
Aportó un contrato de “transacción de indemnización integral de perjuicios”, que fue firmado el 18 de noviembre de 2016 por la señorita Alejandra León Chujfi, Carlos Alberto León de la Pava, Vivian Chujfi Haddad (víctimas), la doctora Gloria Eugenia Álvarez Londoño (apoderada de víctimas), el doctor Francisco Javier Sánchez Montoya (acusado), y Héctor Jaime Giraldo Duque (abogado defensor), en el que consta que las víctimas (reclamantes) habían sido indemnizadas de manera integral con la suma de veinte millones de pesos, y por lo tanto solicitan que se declare la extinción de la acción penal de conformidad con el artículo 42 de la Ley 600 de 2000 a favor del señor Sánchez Montoya. Así mismo las víctimas (reclamantes), se comprometieron a no adelantar acción penal o civil frente a dicho contrato. Las firmas plasmadas en ese documento fueron autenticadas en la Notaría Quinta del Círculo de Pereira (folio 384 a 387). 
Finalmente la señorita Alejandra León Chujfi y sus padres Carlos Alberto León de la Pava, Vivian Chujfi Haddad (víctimas), suscribieron un memorial en el que indican haber sido indemnizados de manera integral por parte del señor Francisco Javier Sánchez Montoya, y en el que piden que se decrete la extinción de la acción penal a favor del procesado (folio 388 a 390). 
3. CONSIDERACIONES DE LA SALA

3.1 El presente asunto se contrae a establecer si en este caso se debe  decretar la extinción de la acción penal por indemnización integral de perjuicios, en los términos del artículo 42 de la ley 600 de 2000, de conformidad con lo solicitado.
3.2 Al respecto, resulta oportuno recordar que la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal mediante auto proferido el 13 de abril de 2011, radicado 35.946, señaló lo siguiente:
“…Previamente a resolver sobre la petición elevada de manera conjunta por los defensores de los procesados y la víctima en el sentido de que se extinga la acción penal por indemnización integral, bien está recordar que este instituto no aparece expresamente regulado en la Ley 906 de 2004, como sí obra en el artículo 42 de la Ley 600 de 2000, circunstancia ante la cual los profesionales del derecho deprecan someramente su aplicación en virtud del principio de favorabilidad de la ley penal.

En efecto, en la Ley 906 de 2004 se aborda la figura de la indemnización integral como constitutiva de una causal de procedencia del denominado principio de oportunidad, según aparece en el numeral 1° del artículo 324, modificado por el 2° de la Ley 1312 de 2009, en los siguientes términos:

“1. Cuando se tratare de delitos sancionados con pena privativa de la libertad cuyo máximo señalado en la Ley no exceda de seis (6) años o con pena principal de multa, siempre que se haya reparado integralmente a la víctima conocida o individualizada; si esto último no sucediere, el funcionario competente fijará la caución pertinente a título de garantía de la reparación, una vez oído el concepto del Ministerio Público.

Esta causal es aplicable, igualmente, en los eventos de concurso de conductas punibles siempre y cuando, de forma individual, se cumpla con los límites y las calidades señaladas en el inciso anterior…” (Subraya fuera de texto).

(…) 

Finalmente quiere dejar en claro la Sala que el procedimiento acabado de reseñar se estructura al interior de la L 600/00, pero asimismo que nada impide que similares consideraciones y conclusiones puedan adoptarse de cara al trámite de una actuación regida por la L 906/04, en este último evento -claro está- cuando se vean enfrentadas la prescripción y la simultánea aplicación de la causal primera del artículo 324 reguladora del principio de oportunidad en su manifestación de extinción de la acción penal”
 (subrayas fuera de texto). 

(…) 

En ese orden de ideas, cabe preguntarse si, ante la ausencia de regulación de un mecanismo de extinción a esta altura procesal, es posible acudir, como lo plantean los defensores, al instituto de cesación de procedimiento por indemnización integral contemplado en el artículo 42 de la Ley 600 de 2000.

La Corte encuentra atinada la petición de los defensores de acudir al principio de favorabilidad de la ley penal para permitir esa posibilidad.

Ciertamente, según el criterio reiterado de la Sala, el principio de favorabilidad de la ley penal en tratándose de materias sustanciales o procesales con proyección sustancial es perfectamente viable no sólo frente a la sucesión de leyes en el tiempo sino también cuando coexisten, como ocurre con la simultánea vigencia de las Leyes 600 y 906.

(…) 

Sin embargo, así como es viable aplicar el principio de favorabilidad para asuntos regidos por el sistema de Ley 600 con disposiciones de la Ley 906, bajo la misma lógica lo es proceder en sentido contrario, esto es, traer institutos de la Ley 600 a asuntos tramitados por la 906, como aquí ocurre, siempre y cuando no se opongan a la naturaleza del sistema acusatorio
.
En el caso de la especie, como ya se dijo, de lo que se trata es de establecer si resulta procedente acudir al instituto de la reparación integral consagrado en el artículo 42 de la Ley 600 de 2000, como causal de extinción de la acción penal, para momentos posteriores a la audiencia de juzgamiento o de juicio oral cuando ya ha expirado la posibilidad de tramitarlo por la vía del principio de oportunidad, esto último en la medida en que se cumplan sus condicionamientos, según lo ya visto.

Para la Corte, la aplicación de esta figura en las condiciones reseñadas, no sólo no pervierte la naturaleza del sistema acusatorio, sino que político criminalmente se ajusta a sus necesidades y a la voluntad del legislador al implementarlo.

Ello se refleja porque resulta compatible con el modelo de justicia restaurativa inmerso en el sistema acusatorio, no sólo porque en el Libro VI se regula un programa en tal sentido, sino porque tal propósito es latente en las siguientes disposiciones de la Ley 906, con carácter de principio rector. Así, para empezar, en el artículo 10°, inciso cuarto, según el cual:      

 (…)

Sin embargo, la aplicación del figura se tornará procedente siempre y cuando se satisfagan los presupuestos establecidos en el artículo 42 de la Ley 600 de 2000. (Subrayas propias de la Sala) 

En esa dirección conviene advertir que de tiempo atrás esta Corporación ha señalado que la solicitud de extinción de la acción penal por indemnización integral puede presentarse hasta antes de que se profiera fallo de casación
.

Por ello, mientras no se dicte sentencia que decida sobre el libelo de casación o en tanto no se decida mediante auto inadmitir la respectiva demanda, asiste la oportunidad de solicitar la declaración de extinción de la acción penal por indemnización integral y la consecuente cesación de procedimiento, en cuanto que se acredite el cumplimiento de los requisitos establecidos en el mencionado artículo de la Ley 600 de 2000, esto es, que el delito corresponda a alguno de los relacionados por el legislador en tal precepto, que se ha reparado integralmente el daño ocasionado de conformidad con el dictamen pericial –a menos que medie acuerdo sobre su valor o el perjudicado manifieste expresamente haber sido indemnizado – y que dentro de los cinco años anteriores no se haya proferido en otro proceso preclusión de la investigación o cesación de procedimiento en su favor por el mismo motivo…”

3.3 De acuerdo con el marco jurisprudencial reseñado, al haber dado vía libre el órgano de cierre en materia penal, para aplicar por favorabilidad el artículo 42 de la Ley 600 de 2000, es necesario analizar, si en el evento que concita la atención de la Colegiatura, se encuentran satisfechos los requisitos contemplados en esa norma, que en su tenor literal consagra:

“… En los delitos que admiten desistimiento, en los de homicidio culposo y lesiones personales culposas cuando no concurra alguna de las circunstancias de agravación punitiva consagradas en los artículos 110 y 121 del Código Penal, en los de lesiones personales dolosas con secuelas transitorias, en los delitos contra los derechos de autor y en los procesos por los delitos contra el patrimonio económico, la acción penal se extinguirá para todos los sindicados cuando cualquiera repare integralmente el daño ocasionado. 

Se exceptúan los delitos de hurto calificado, extorsión, violación a los derechos morales de autor, defraudación a los derechos patrimoniales de autor y violación a sus mecanismos de protección. 

La extinción de la acción a que se refiere el presente artículo no podrá proferirse en otro proceso respecto de las personas en cuyo favor se haya proferido resolución inhibitoria, preclusión de la investigación o cesación por este motivo, dentro de los cinco (5) años anteriores. Para el efecto, la Fiscalía General de la Nación llevará un registro de las decisiones que se hayan proferido por aplicación de este artículo. 

La reparación integral se efectuará con base en el avalúo que de los perjuicios haga un perito, a menos que exista acuerdo sobre el mismo o el perjudicado manifieste expresamente haber sido indemnizado…” (Se destaca).
3.4 En el caso concreto se tiene que luego de proferido el fallo de segunda instancia, el acusado y la víctima, sus progenitores y los apoderados judiciales, suscribieron un contrato de transacción en el que consta que la señorita León Chijfi había sido indemnizada de manera integral con la suma de veinte millones de pesos, motivo por el cual solicitaron que se decretara la cesación de la acción penal a favor del doctor Francisco Javier Sánchez Montoya. 
3.5 Al revisar el contenido del artículo 42 de la ley 600 de 2000 se concluye que en el presente asunto se cumplen las exigencias dispuestas en esa norma aplicable por favorabilidad a la causa de la referencia, para declarar la extinción de la  acción penal derivada del delito de lesiones personales culposas por el cual fue acusado el señor Sánchez Montoya, y por tanto, lo procedente es decretar la cesación del procedimiento en su favor como  lo prevé el artículo 39 de la ley 600 de 2000, al haber operado la causal mencionada. 
Finalmente y en lo que respecta a la solicitud de suspensión de términos, esta Sala no hará pronunciamiento alguno, ya que una vez quede ejecutoriada la presente decisión, la causa pasará al archivo definitivo, por lo que sería innocua cualquier determinación que se tome al respecto. 

Con base en lo expuesto en precedencia, El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, Sala de Decisión Penal, 

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR extinguida por indemnización integral la acción penal derivada del delito de lesiones personales culposas por el cual se condenó a Francisco Javier Sánchez Montoya, de conformidad con las razones consignadas en la anterior motivación.

SEGUNDO: En  consecuencia se ordena  la cesación del procedimiento adelantado contra el mencionado ciudadano, según los motivos expuestos en esta providencia.

TERCERO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de reposición. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Folios 1 a 6 


� Folios 7 a 8 


� Folios 63 a 69 


� Folios 116 a 119


� Folios 250 a 254 


� Auto de 31 de marzo de 2009, rad. 31466.  


� Ente otras, sentencia de noviembre 14 de 2007, rad. 26190.


� Auto del 21 de julio de 1998, rad. 9660; sentencia del 24 de febrero del 2000, rad. 13711; sentencia del 10 de noviembre de 2005, rad. 24032 y auto del 20 de febrero de 2008, rad. 29003.


� C.S.J. Radicado 35946 del 13 de abril de 2011  





PAGE  
Página 8 de 8

